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León, Guanajuato, a 26 veintiséis de septiembre del año 2012 dos mil doce. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
V I S T O S  para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 092/2012-JN, promovido por el ciudadano Florencio Saucedo Espinoza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación  a la parte actora de la emisión del acto inicialmente impugnado consistente en la resolución por la que se impuso la multa, lo que fue el día 24 veinticuatro de febrero del presente año, sin que de constancias de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en la resolución emitida el día 23 veintitrés de febrero del  2012 dos mil doce, dentro del expediente número 08/11/11/-QC, por el cual se impuso una multa, por la cantidad de $1,063.44 (Un mil sesenta y tres pesos  44/100 Moneda Nacional); la orden número 08/11/11-24; el citatorio para ejercer derecho de audiencia; y, las notificaciones realizadas; se encuentra debidamente acreditada en autos, con los documentos originales que los contienen; los cuales fueron aportados por la autoridad demandada; en tanto que la resolución fue aportada también por la parte actora; los que admitidos como pruebas de su parte, (son visibles en autos en copia certificada a fojas 19 diecinueve, y de la 34 treinta y cuatro a la 41 cuarenta y uno); merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de documentos emitidos por los funcionarios públicos demandados en el ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En razón de lo anterior, se tiene por debidamente acreditada la existencia de los actos impugnados en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Por cuestión de orden público y de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En la presente causa administrativa, el Director de Atención contra Riesgos Sanitarios y las verificadoras sanitarias de nombres Margarita Angélica Terrones Hidalgo y Ma. Evelia Ramírez Macías, en sus escritos de contestación a la demanda y a la ampliación a la misma; hicieron valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con el artículo 265, en su fracción VII; el cual señala que es requisito de la demanda contener los conceptos de impugnación del acto o resolución que se combate; esto es, refieren que el actor no expresó ningún agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
No se actualiza la causal de improcedencia que se plantea; toda vez que como se aprecia tanto del escrito de demanda como de su ampliación, la parte actora sí planteó conceptos de impugnación; los que son motivo de análisis al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por los impetrantes del proceso; razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación; por lo que para quien resuelve no se actualiza la causal en comento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte, este Juzgador no advierte de oficio la actualización de alguna causa de improcedencia o sobreseimiento que impida el estudio a fondo del presente negocio; por lo que se procede al análisis de los conceptos de impugnación planteados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De lo expuesto en la demanda, en su contestación, en la ampliación y la contestación a la misma, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

a).- Que con fecha 11 once de noviembre del año próximo pasado, el Director de Atención contra Riesgos Sanitarios, emitió la orden 08/11/11-24 a efecto de realizar la verificación general del inmueble marcado con el número 113 ciento trece de la calle Elvira Mena del Barrio del Coecillo de esta ciudad, a fin de verificar sus condiciones físico-sanitarias, asociadas a la crianza, tenencia o posesión de animales en zona urbana. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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Dicha orden fue emitida al propietario, responsable, encargado, ocupante y/o representante legal del inmueble. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

b).- Que en esa misma fecha, se levantó acta en la que se hizo constar que no se le permitió a la inspectora Margarita Angélica Terrones Hidalgo, el acceso al inmueble por parte de una persona mayor de edad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
c).- Que con fecha 19 diecinueve de diciembre de 2011 dos mil once, el Director de Atención contra Riesgos Sanitarios emitió el oficio DGS/DACRS/2011 que contiene el citatorio para ejercer Derecho de Audiencia dirigido al propietario, representante legal y/o encargado del inmueble ubicado en Elvira Mena número 113 ciento trece, del Barrio del Coecillo de esta ciudad. . . . . . . . . . 

Citatorio que el día 20 veinte del mismo mes y año, se deja pegado en la puerta, siendo destruido momentos después por una persona desconocida. . . . . 

d).- Que el día 23 veintitrés de febrero del presente año, el Director de Atención contra Riesgos Sanitarios, dentro del expediente 08/11/11 QC, emitió una resolución por la cual impuso, al justiciable, uno multa por la cantidad de $1,063.44 (Un mil sesenta y tres mil pesos 44/100 Moneda Nacional), por no haber permitido el acceso y haberse negado a otorgar facilidades al inspector para realizar una visita de verificación al inmueble ubicado en calle Elvira Mena número 113 ciento trece, del Barrio del Coecillo de esta ciudad; y, a recibir la notificación del citatorio para ejercer derecho de audiencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Actos que el actor estima son ilegales, ya que refiere que no existe la autoridad denominada Director de Atención contra Riesgos Sanitarios, que es incompetente para emitir la orden de visita y la resolución de multa; que no se le notificó ni se le citó personalmente, en el procedimiento de verificación instaurado por la autoridad demandada,  por lo que no se le respetó su derecho de audiencia; y, que no cometió falta administrativa alguna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A lo que las autoridades demandadas expresaron tanto en el escrito de  contestación a la demanda, como en el de ampliación; que los argumentos eran infundados, e inoperantes por insuficientes; que sí se encuentra jurídicamente contemplada la existencia de la autoridad controvertida; sosteniendo la legalidad de todo lo actuado en el procedimiento en comento. . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, la litis planteada en la presente causa administrativa, se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad de los actos impugnados, emitidos dentro del expediente 08/11/11-QC. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede al análisis del concepto de impugnación que este Juzgador considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el que se enumera como 4 cuatro, del escrito de ampliación de demanda, sin necesidad de transcribirlo en su totalidad, así como tampoco los restantes conceptos de impugnación expresados por el actor tanto en el escrito de demanda, como en el de ampliación de la misma;  sirviendo de apoyo, para ello, el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Así las cosas, en el concepto de impugnación señalado como 4 cuatro, contenido en la foja 57 cincuenta y siete, del escrito de ampliación de demanda; el ciudadano Florencio Saucedo Espinoza expresó que hubo violaciones en la notificación de la orden de verificación número 08/11/11-24 y en la del citatorio para ejercer derecho de audiencia, en su perjuicio; en específico a lo preceptuado en los artículos 38, 39, 41, 43 y 45 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; agregando que: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“La notificación de los actos referidos, se apartan total y absolutamente de los dispositivos que regulan el procedimiento de notificación en materia administrativa, en efecto, en la orden 08/11/11-24 y el citatorio para ejercer derecho de audiencia... jamás se observaron las formalidades previstas para la práctica de la notificación personal de la resolución...” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por su parte, el Director de Atención contra Riesgos Sanitarios y las verificadoras sanitarias demandadas, al contestar la demanda; plantearon en general que el actor omitió señalar agravios, que la práctica de la diligencia se llevó a cabo por el personal facultado por la dependencia  y que evidentemente el actor incumplió lo dispuesto en el artículo 40 de la Ley General de Salud; acerca de que los propietarios de los establecimientos están obligados a permitir el acceso a los verificadores y darles facilidades e informes para el desarrollo de su labor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Una vez analizado el acto que se impugna y las constancias del presente asunto, este Juzgador estima que el concepto de impugnación planteado se relaciona estrechamente con lo que establece el artículo 208, fracciones III y V del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los 
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Municipios de Guanajuato; aplicado supletoriamente a la Ley de Salud del Estado de Guanajuato, en cuanto a las formalidades previas para llevar a cabo las visitas de verificación o inspección; por lo que en ese sentido, resulta fundado el concepto de impugnación hecho valer, conforme a lo siguiente:  . . . .


El artículo 277 de la Ley de Salud del Estado de Guanajuato, establece, entre otras cosas, que, en las órdenes para practicar visitas de verificación, deberá precisarse el nombre, denominación o razón social del titular del establecimiento o giro; de donde se desprende, sin lugar a dudas, la obligación de señalar el nombre de la persona física o moral que ostente la propiedad o posesión del establecimiento a verificar; sin embargo no se instaura como proceder en caso de no localizar al visitado, es por ello que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 133 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, debe aplicarse supletoriamente a las disposiciones de la Ley de Salud mencionada, lo dispuesto por el artículo 208 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, que, en relación a las visitas de verificación e inspección, en su fracción III, establece lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


“Artículo 208.- Las Autoridades administrativas...........................................

I a II................................................................................................................


III.- Los visitadores entregarán la orden al visitado o a su representante y si no estuvieren presentes, previo citatorio, a quien se encuentre en el lugar o zona donde deba practicarse la diligencia.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo que a la luz de la fracción señalada, en el asunto que nos ocupa, tenemos que, ni de los documentos aportados por las autoridades demandadas, -ni ningunos otros que se hayan agregado al expediente-; se desprende que el visitado haya estado o no presente para entregarle la orden y, que de no haber estado, se haya dejado citatorio, en el domicilio o establecimiento a verificar; previamente a la realización de la visita; ya que incluso de la lectura de la orden de verificación  y del acta de visita, se puede inferir que en realidad ni se requirió la presencia del propietario, responsable o encargado del inmueble, ni se citó a la persona titular del establecimiento; pues ambos documentos se emitieron el día 11 once de noviembre del año próximo pasado; luego entonces, no se observó en absoluto, lo que manda el citado artículo 208 del Código de Procedimiento y Justicia administrativa aplicable; lo que sin duda constituye una violación a los derechos subjetivos del justiciable, pues la verificadora Margarita Angélica Terrones Hidalgo debió, en principio, solicitar la presencia del propietario o poseedor del inmueble marcado con el número 113 ciento trece de la calle Elvira Mena del Barrio del Coecillo de esta ciudad, lo que no se aprecia que haya hecho en el acta que levantó con fecha 11 once de noviembre del 2011 dos mil once (localizable a foja 40); ya que sólo se limitó a señalar que fue atendida por un ciudadano de aproximadamente 70 setenta años, pero nunca lo requirió para que manifestara si era propietario, responsable, encargado u ocupante del inmueble, para que así, dependiendo de la respuesta, procediera a llevar a cabo la verificación, o bien, a citarlo en los términos previstos en la fracción del artículo 208 antes transcrita; para entonces acudir nuevamente al lugar, en la fecha y hora exactamente indicados en el citatorio, y proceder, ahora sí, a la realización de la visita de verificación que se haya ordenado, con quien se encontrara en el lugar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así pues, al no haberlo hecho así la verificadora actuante, resulta que no se puede comprobar que la orden haya sido mostrada al ciudadano Florencio Saucedo Espinoza y que haya sido éste el que se haya negado a otorgar las facilidades necesarias para la visita de inspección, para que así entonces, el Director demandado pudiera imponerle la multa que se impugna en este proceso, lo que trae como consecuencia que resulte afectada, sin duda alguna, la defensa de dicho ciudadano. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por lo antepuesto, al resultar fundado el concepto de impugnación estudiado por existir vicios en el procedimiento que afectan la defensa del justiciable; con fundamento en la fracción III del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se declara nula la orden número 08/11/11-24 de fecha 11 once de noviembre de 2011 dos mil once, emitida dentro del expediente 08/11/11-QC; declarándose nulos así mismo, los actos que derivan de la misma, como lo son el acta de fecha 11 once de noviembre; el citatorio para ejercer derecho de audiencia, contenido en el oficio número DGS/DACRS//2011 de fecha 19 diecinueve de diciembre; el acta de fecha 20 veinte de diciembre; todos ellos del año 2011 dos mil once; y, de la resolución emitida el día 23 veintitrés de febrero del  2012 dos mil doce, en la que se impuso una multa por la cantidad de $1,063.44 (Un mil sesenta y tres pesos 44/100 Moneda Nacional) por ser consecuencia del acto primeramente anulado; por lo que, con sustento en lo previsto en la fracción II del artículo 300 del Código antes referido, se procede a decretar la nulidad total de todos y cada uno de tales actos. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No está por demás, el señalar por este Juzgador, que la orden de verificación no cumple con lo que manda la Ley de Salud del Estado de Guanajuato, concretamente el artículo 277, pues en la misma no se precisó el nombre, denominación o razón social del titular del establecimiento a verificar, sino que la misma se expidió de manera genérica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, con la finalidad de no cometer violaciones procesales en perjuicio de las partes, se procede a valorar la confesión del ciudadano Florencio Saucedo Espinoza, actor en el presente proceso; ofrecida como prueba por el Director de Atención contra Riesgos Sanitarios y desahogada en la audiencia de desahogo de pruebas y alegatos celebrada el 29 veintinueve de mayo del presente año, a las 10:00 diez horas; a la que no compareció el actor; por lo que se tuvo por confeso de las posiciones que fueron calificadas de legales, que 
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fueron las posiciones primera, segunda y tercera; relativas a que es propietario o responsable del inmueble ubicado en calle Elvira Mena número 113 ciento trece, 

de la colonia Coecillo de esta ciudad; que además de usar el inmueble como casa habitación, lo destina a la crianza de animales (aves de corral), y que sí tuvo acceso al expediente 08/11/11-QC; no otorgando este Juzgador, valor  probatorio alguno a dicha confesional conforme a lo dispuesto en los artículos 117 y 118 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; pues no obstante que se le tuvo por confeso de los hechos narrados; dicha probanza es irrelevante en cuanto a los puntos controvertidos en la presente causa administrativa, pues con ello no se desvirtúa de modo alguno de que se haya requerido la presencia del propietario o poseedor del inmueble, para en todo caso proceder a citarlo y, que la orden haya sido mostrada al ciudadano Florencio Saucedo Espinoza. . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- En virtud de que el concepto de impugnación analizado, resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total de los actos impugnados; resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación, ya que ello no cambiaría, ni afectaría el sentido de esta resolución. 

Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


OCTAVO.- De las pretensiones del actor, también se encuentra la del reconocimiento del derecho de no ser molestado en su domicilio por las autoridades demandadas, ya que la ley no les concede tal atribución. . . . . . . . . . .

Al respecto debe decirse que no ha lugar a reconocer el derecho pretendido, toda vez que una de las autoridades demandadas, -Director de Atención contra Riesgos Sanitarios-, sí cuenta con atribuciones para ordenar la realización de verificaciones, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 175, fracción I, del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300 fracción II; y 302 fracciones II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . .   

SEGUNDO.- Procedió el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se decreta la nulidad total de los actos realizados dentro del procedimiento número 08/11/11-QC; consistentes en la orden número 08/11/11-24 de fecha 11 once de noviembre; el acta de fecha 11 once de ese mismo mes; el citatorio para ejercer derecho de audiencia, contenido en el oficio número DGS/DACRS/2011 de fecha 19 diecinueve de diciembre; el acta de fecha 20 veinte de diciembre; todos ellos del año 2011 dos mil once; y, de la resolución emitida el día 23 veintitrés de febrero del 2012 dos mil doce, en la que se impuso una multa por la cantidad de $1,063.44 (Un mil sesenta y tres pesos 44/100 Moneda Nacional); lo anterior, atendiendo a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- No ha lugar al reconocimiento del Derecho solicitado por el actor, en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Octavo de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . .  
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

